
 
 

 

Propuesta de Fondo Nacional de Fortalecimiento a la Impartición de Justicia 

Local 

 

Contexto 

Durante 2019 (último año del que INEGI tiene datos completos) los Órganos 

Jurisdiccionales federales atendieron en total, 1,174,386, prestando en total 

7,984,915 de entre los cuales destacan más de 5 millones de consultas de 

sentencias. 

Por su parte los Poderes Judiciales locales 3,205,157 y brindaron un total de 

26,636,320 sin contabilizar las consultas de sentencias. 

Por tanto los poderes judiciales locales atiende 2.7 veces los asuntos que atiende 

el Poder Judicial de la Federación y brindar 3.4 veces los servicios que aquel. Sin 

embargo en el propio 2019 el PJF ejerció un presupuesto de 63.7 mil millones de 

pesos, mientras los 32 Poderes Judiciales en su conjunto ejercieron 37.3 mil 

millones de pesos. Es decir con la mitad de los recursos se hace 3 veces más. 

En cuanto a la relación con los presupuestos estatales, el promedio del los TSJL es 

de 1.7 % del mismo. Sólo 9 entidades ejercen más del 2 %, destacando Chihuahua 

y Ciudad de México con 2.6 %. Sin embargo hay once estados que ejercen menos 

del 1.5 %, siendo Tabasco (.9%) y Puebla (.8%) los de menor proporción de 

presupuesto. 

A su vez el Índice Global de Impunidad emitido por el Centro de Estudios sobre 

Impunidad y Justicia (cuyo objetivo es visibilizar cuantitativamente el problema 

global de la impunidad y su relación con otros fenómenos complejos como la 

desigualdad, la corrupción y la violencia) ubicó a México dentro de los países con 

impunidad muy alta, advirtiendo la necesidad de crear políticas públicas que tengan 

como objetivo la consolidación del Estado de derecho con énfasis en la 

transformación de los sistemas de seguridad y justicia. En particular señala la 

necesidad de incrementar el número de jueces. El igi-2020 registra como promedio 

17.83 jueces por cada cien mil habitantes. En comparación, México cuenta con 2.17 

jueces por cada cien mil habitantes1. Esta cifra contrasta con la del país con menor 

 
1 Acorde con el Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2020 efectuado 

por el INEGI, los Poderes Judiciales Estatales se conformaron por 4388 órganos 

jurisdiccionales (92% correspondió a primera instancia y 8.0% a segunda instancia), 

1370 órganos administrativos y/o unidades administrativas. 



 
 

impunidad: Eslovenia, república europea que registró 42.77 jueces por cada cien 

mil habitantes. 

 

Fundamento 

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

 

Artículo 17.  

 

(…) 

 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que 

estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 

emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio 

será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 

 

Para dar cumplimiento al mandato previsto en el artículo 17 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, referente a una administración de justicia 

pronta, completa, imparcial y gratuita, requiere que los Poderes Judiciales de las 

Entidades Federativas cuenten con instalaciones apropiadas y con elementos 

humanos suficientes y debidamente capacitados, para así satisfacer esa elevada 

labor, siendo consecuente y necesario el que puedan contar con mayores recursos 

que les permitan atender adecuadamente con su fin público y que sean diferentes 

de los recursos que se le asignan anualmente en el Presupuesto de Egresos de 

cada Entidad para el ejercicio fiscal correspondiente, a través de la creación de un 

Fondo económico. 

 

Obligaciones de los Poderes Locales en la administración de justicia que 

originalmente correspondían a la justicia federal 

 

Los poderes locales han asumido nuevas cargas sin transferencia de recursos como 

han sido. 

 

a) Competencia concurrente en materia mercantil 

b) Reforma Laboral 

c) Competencia en materia de delito contra la salud en su modalidad de 

narcomenudeo a partir de la reforma de la Ley General de Salud. 

d) Ley General de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia (medidas) 

e) Ley General de Archivos. 

 
 



 
 

 

A la vez, los presupuestos de los poderes judiciales estatales no encuentran 

constitucionalmente un respaldo que asegure un porcentaje mínimo, progresivo e 

irreductible, si bien hay un proyecto de reforma al 116 constitucional que se ha 

trabajado desde la CONATRIB. 

 

Propuesta de creación del Fondo: 

Naturaleza: Los recursos del Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia Local 

constituirán una fuente de financiamiento distinta a los recursos que obtiene 

anualmente a través de la asignación presupuestal. 

Destino:  

1. Sufragar gastos que origine su administración; 

2. (Equipamiento e Infraestructura). La adquisición, construcción y 

remodelación de bienes inmuebles destinados a sedes de 

órganos jurisdiccionales de los Poderes Judiciales Locales; 

3. Comprar, rentar, reparar o mantener el mobiliario y el equipo 

necesario para el funcionamiento de las sedes jurisdiccionales 

4. La capacitación, mejoramiento y especialización profesional del 

personal a través de sus Institutos de Especialización Judicial.  

5. Fortalecimiento de las Defensorías Públicas. 

Datos a tomar en cuenta para su asignación a los Poderes Locales: 

1. Número de casos judicializados 

2. Proporción de jueces por habitantes 

3. Número de jueces  

4. Número de órganos jurisdiccionales y órganos administrativos 

5. Asuntos recibidos en Defensorías de Oficio* (personas 

involucradas) 

 

Se propondría también reformar el artículo 116 para contemplar la existencia del 

Fondo y poder reglamentarlo. 

 

 


